STJSL-S.J. – S.D. Nº 107/17.-

--En la Ciudad de San Luis, a veintiséis días del mes de octubre de dos mil diecisiete, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. LILIA ANA NOVILLO, MARTHA RAQUEL CORVALÁN y CARLOS ALBERTO COBO, Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “RECURSO DE CASACIÓN EN AUTOS: BLANCO, WALTER y OTROS – AV. ROBO” – IURIX PEX INC 110831/1.-

Conforme al sorteo practicado oportunamente, con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal, Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. LILIA ANA NOVILLO, CARLOS ALBERTO COBO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN.-
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:
I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación interpuesto por el defensor de Cámara a foja 1 y vta. y fundado a fs. 3/8?

II) ¿Existe en la sentencia recurrida alguna de las causales enumeradas en el art. 428 del C.P. Crim.?

III) En caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse de la ley en el caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: 1) Que a fs. 1, el Defensor de Cámara Subrogante de la Segunda Circunscripción Judicial, Dr. Hernán Diego Herrera, interpuso recurso de casación (10/02/15), en contra la sentencia N° UNO, de fecha 04/02/2015, dictada en el Expte. IURIX PEX N° 110831/11, por la Cámara del Crimen Nº 1 de la Segunda Circunscripción Judicial, en cuanto esta resolvió no hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por la defensa, y confirmó la sentencia N° 30, de fecha 31/05/2006 (Expte. N° 18-B-06 “BLANCO WALTER y OTROS – AV. ROBO” a fs. 159/169), por la que se resolvió condenar a Walter Andrés Blanco, por los delitos de robo simple, dos hechos, arts. 164 y 55 del Código Penal, y se le impuso la pena de dos años y tres meses de prisión de cumplimiento efectivo. 

2) Que de acuerdo al orden de los cuestionamientos del epígrafe, corresponde tratar en primer lugar la procedencia formal del recurso intentado, con el objeto de determinar si se ha dado cumplimiento a los requisitos exigidos por la ley procesal vigente, en punto a la admisibilidad del recurso.

En relación a ello, y del estudio de las constancias de la causa surge, que el medio recursivo ha sido interpuesto y fundado en término (art. 430 del C.P. Crim), encontrándose exenta la recurrente del depósito, conforme lo prescripto por el art. 431 del C.P. Crim.

Asimismo se observa, que se ataca una sentencia definitiva, dictada por la Cámara en una causa penal, lo que me lleva a concluir en la admisibilidad formal del recurso incoado.

Por ello, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.

Los Señores Ministros, Dres. CARLOS ALBERTO COBO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.
A LA SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: 1) Que, tal como fue reseñado en el punto 1) de la cuestión anterior, resulta que el recurso se interpuso contra la sentencia definitiva, dictada por la Cámara del Crimen Nº 1 de la Segunda Circunscripción Judicial, que confirmó la sentencia que había condenado a Walter Andrés Blanco a la pena de dos años y tres meses de prisión de cumplimiento efectivo, por haberlo encontrarlo penalmente responsable de los delitos de robo simple –dos hechos- arts. 164 y 55 del Código Penal. 
2) En los fundamentos, el recurrente expuso como motivos causales de la presentación: i) el inc. a) del artículo 428 del C.P. Crim, por no haberse aplicado el art. 18 de la Constitución Nacional; el art. 8 incs. 1 y 2, apartado “h” de la Convención Americana de Derechos Humanos; los arts. 9.3 y 14.3 del Pacto Internacional de Derechos Políticos y Civiles, conculcándose la garantía del debido proceso y de la defensa en juicio; ii) la doctrina derivada del fallo de la Corte en Casal, Matías Eugenio; y, iii) en arbitrariedad de sentencia.

La fundación, la articuló en dos acápites que tituló: a) La insubsistencia de la acción penal, y b) La duración irrazonable del proceso.

2.1) En cuanto al primero dijo, que se han excedido con creces los límites (plazos) impuestos por la normativa procesal, respecto del dictado de las sentencias recurridas, y que la demora en el proceso penal es imputable a la falta de celeridad, e iniciativa de los órganos persecutorios y jurisdiccionales, y no a la defensa.
Valoró que la conducta de las autoridades judiciales, ha resultado deficitaria en relación a la garantía de la duración razonable del proceso, que lleva catorce años, más allá de la nula complejidad de los asuntos.
Especificó que la sentencia dictada por la Cámara del Crimen N° 1, data de fecha 04/02/2015, mediante la cual se confirmó la sentencia condenatoria, que había sido dictada por el juez de sentencia casi nueve años antes, en fecha 31/05/2006, por hechos acaecidos el 10/04/2001, el 10/05/2003 y el 22/05/2003.
Citó fallos de la CSJN.
2.2) Bajo el segundo epígrafe, expresó que en los casi catorce años de trámite procesal se advierte, que durante casi nueve años el expediente se encontró en estado de dictar sentencia en Cámara. Y aclaró que la demora no puede endilgarse a la defensa, en razón de que no ha interpuesto recursos en actitud obstruccionista.
Que la demora denunciada, compromete las garantías de defensa en juicio y debido proceso adjetivo, que se verían resguardadas si se declarara la insubsistencia de la acción penal, máxime si se tiene en cuenta que los delitos investigados no son de lesa humanidad, por lo que no son imprescriptibles.
Dijo que todo encausado tiene por mandato constitucional, el inviolable derecho a ser juzgado en un tiempo razonable o judicialmente prudencial, de tal suerte que no se lo someta a una incertidumbre procesal, que  exceda de lo justo y equitativo, sino que los magistrados habrán de resolver su situación mediante una sentencia firme que desarticule o confirme, la presunción de inocencia lo más pronto que resulte posible.
Agregó que la doctrina de la insubsistencia de la acción penal, es creación pretoriana de la Corte que la concibe como una herramienta que por distinto camino al recorrido por la prescripción, conduce a similar resultado, extinguiendo la acción penal y sobreseyendo definitivamente al imputado
Citó doctrina y jurisprudencia, hizo reserva de recursos extraordinarios, y peticionó que el Superior Tribunal case la sentencia puesta en crisis de fecha 04/02/2015 y disponga el sobreseimiento definitivo de Blanco Walter, por insubsistencia de la acción penal.
3) Que a fs. sub 18/sub 19 vta., se expidió el Procurador General Subrogante, quien dijo que el art. 164 del Código Penal tiene una pena máxima de seis años, y si bien estamos ante un concurso real, la última parte del artículo 67 del Código Penal, establece que la prescripción corre, se suspende o se interrumpe separadamente para cada delito, por lo que en autos se ha operado la prescripción de la acción penal. 

En atención a ello, estimó abstracto pronunciarse sobre la llamada “insubsistencia de la acción penal”, de creación pretoriana.
4) Que, cumplida la medida para mejor proveer ordenada a fs. sub 23 (07/10/2016), que dispuso se hiciese efectivo el traslado previsto en el art. 434 del C.P. Crim, que había sido omitido, el Fiscal de Cámara interviniente dijo, que la sentencia no se encuentra prescripta.
Especificó que si bien la sentencia condenatoria del Juzgado de Sentencia data del 31/05/2006, y que apelada, fue resuelta por Cámara el 04/02/2015, ha de tenerse presente, que el condenado tuvo una condena de juicio abreviado por un delito cometido el 06/09/2009, con sentencia en fecha 04/03/2011, lo que ha operado la interrupción de la prescripción, según lo dispuesto en el inciso a) de la ley N° 25.990, ya que no ha transcurrido el plazo máximo de la pena legal prevista para el delito que se le endilga.
5) Para abordar la cuestión fondal planteada, creo conveniente, previamente, hacer algunas precisiones conceptuales relativas al medio de impugnación articulado.

El recurso de casación ha sido definido, como el medio de impugnación por el cual, por motivos de derecho específicamente previstos en la ley, una parte postula la revisión de los errores jurídicos atribuidos a la sentencia de mérito que la perjudica, reclamando la correcta aplicación de la ley sustantiva, o la anulación de la sentencia y una nueva decisión, con o sin reenvío a un nuevo juicio. (Tratado de los Recursos, Tomo III, Recurso de Casación Penal, por Jimena Jatip, págs. 39/82. Ed. Rubinzal Culzoni).

Calamandrei, en su obra Estudio sobre el Proceso Civil, Ed. Bibliográfica Argentina, 1961, afirma que: "el recurso de casación es una acción de impugnación que se propone ante el órgano jurisdiccional supremo para obtener la anulación de una sentencia de un juez inferior que contenga un error de derecho en la decisión de mérito".
Las antedichas precisiones conceptuales, ahora deben complementarse con el contenido de los fallos de la CSJN, que redefinen el alcance del recurso, a partir concretamente del fallo “Casal, Matías Eugenio”, del 29/9/2005, según el cual, después de la reforma constitucional de 1994 (Cfr. art. 75 inc. 22) y teniendo en cuenta la jurisprudencia internacional (en particular “HERRERA ULLOA”, 1994, de La Corte Interamericana de Derechos Humanos), todo condenado tiene derecho a recurrir la sentencia para que un tribunal superior revise íntegramente, los fundamentos del fallo, incluidos los que hacen a la prueba del hecho con el único límite de los que están íntimamente ligados a la inmediación real.

La Corte remarcó, que la norma procesal que regula el recurso en cuestión (art. 456 en la Nación, correlativo de los arts. 428/429 de la ley adjetiva penal provincial), había sido interpretada restrictivamente –lo que traía aparejada inconstitucionalidad-, pero, no la declaró tal en sí misma, sino que estableció cuál era el criterio correcto con el que debe ser interpretada.

6) Que, sin perjuicio de los conceptos vertidos en el punto antecedente, por razón metodológica y por las implicancias de orden público, lo primero que deberá abordarse es la cuestión atinente a la acusada “insubsistencia de la acción penal”, que en rigor de verdad es el único agravio propuesto y desarrollado en la presentación recursiva.
Así lo ha valorado la Corte Suprema de Justicia de la Nación cuando ha precisado que: “…cabe señalar que el examen de la subsistencia de la acción penal resulta previo a cualquier otro planteo, toda vez que su extinción constituye una cuestión de orden público, que opera de pleno derecho y debe ser declarada de oficio”. (Fallos: 305:652; 327:4633, entre otros).

Sin perjuicio de ello, y según el resultado que arroje el mentado análisis, se podrá –en su caso- examinar la sentencia con el redefinido alcance que el Tribunal Supremo de la Nación, dio al recurso de casación en materia penal.
6.1) Tras la reforma constitucional de 1994, la incorporación a la Constitución Nacional de los principales tratados sobre Derechos Humanos con jerarquía constitucional, ha contribuido a reforzar la idea de que la puesta en tela de juicio del estado de inocencia, por obra de la persecución penal, no puede durar más allá de cierto término, porque la persistencia temporal del proceso, sin una decisión definitiva, implica un desconocimiento práctico del principio. De allí que se reconozca el derecho del imputado de ser juzgado sin dilaciones indebidas o sea, el derecho a obtener un pronunciamiento que, definiendo su posición frente a la ley y a la sociedad, ponga término de una vez y para siempre, del modo más rápido posible, a la situación de incertidumbre y de innegable restricción de la libertad que importa su sometimiento al proceso penal, que lo hace padecer física y moralmente. (Cfr. CAFFERATA NORES, José, Garantías y sistema constitucional, en Garantías constitucionales y nulidades procesales I, Revista de Derecho Penal, Ed. Rubinzal-Culzoni, 2001, pág. 132).

Y tanto la doctrina como la jurisprudencia, en particular la Corte Suprema de Justicia en sus pronunciamientos, han visto derivar la garantía del juzgamiento, en un plazo razonable del art. 9 inc. 3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), complementado por el art. 14 inc. 3, apartado c), del mismo instrumento internacional. También de los arts. 7.5 y 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH), a través del artículo 75 inc. 22 CN que concedió jerarquía constitucional a dichos tratados, que también son obligatorios en jurisdicción provincial (art. 75 inc. 12 CN). Dichas normas son complementarias del artículo 18 de la CN, en lo que respecta al debido proceso y defensa en juico.

Tal como lo anuncié en el párrafo precedente, la Corte reconoció al justiciable, el derecho a obtener una resolución judicial que ponga fin al estado de indefinición que sobre él pende, y a que se defina la situación de ausencia de certeza en relación al proceso en el que está implicado. La Corte Suprema de Justicia comenzó a expedirse en este tema in re "Mattei", en 1968, continuando con igual criterio en "Pileckas" (1977), "Aguilar" (1977), "Klosowsky (1977), "Oñate" (1978), "Mozzatti (1978), "García" (1983), "Bartra Rojas" (1983), "Casiraghi" (1984), "Bolo" (1985), "Frades" (1989), "Barra" (2004), "Podestá" (2004), "Podestá" (2006), “Acerbo” (2007), “Cuatrin” (2008), “Ibañez” (2009), entre otros.

También los tribunales internacionales, tanto la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), cuanto la Corte Europea de Derechos Humanos (CEDH), se han ocupado del tema.
Así la CIDH ha precisado que: “…la razonabilidad del plazo al que se refiere el artículo 8.1 de la Convención se debe apreciar en relación con la duración total del procedimiento desarrollado, desde su primer acto hasta la última resolución por la cual se agote la jurisdicción, incluidas todas las instancias de revisión judicial…”. (Suárez Rosero vs. Ecuador (12/11/97); Acosta Calderón (24/062005), entre otros.
En otros pronunciamientos ha destacado que: “…la apreciación debe hacerse en relación al tiempo transcurrido en el proceso hasta que se dictó la sentencia definitiva…” (Bayarri – Heliodoro Portugal – Valle Jaramillo, entre otros). 
Una vez establecida la garantía del justiciable, de obtener un pronunciamiento definitivo, restaba precisar un criterio temporal que permitiera discernir cuándo se ha rebasado el “plazo razonable”, afectándose con ello la garantía, de una parte; y de otra, las demás circunstancias a tener presentes para dilucidar si se ha, realmente, vulnerado la garantía de plazo razonable, en el caso concreto, pues el mero transcurso del tiempo no produce, necesariamente la afectación. 
“…El plazo razonable no puede ser establecido en forma abstracta porque responde a criterios cuya concurrencia habrán de ser determinados en cada caso (…) Las particularidades de cada caso determinarán cuándo ese plazo se habrá cumplido…” (Cfr. Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe 35/07 Jorge, José y Dante Peirano Basso – República Oriental del Uruguay - Mayo 2007).
La Corte Interamericana ha establecido tres pautas, en concordancia con la Corte Europea de Derechos Humanos (CEDH), para determinar si ha habido incumplimiento, o no de la garantía de plazo razonable: a) La complejidad o no del asunto; b) La conducta procesal del justiciable interesado; y c) La conducta de las autoridades judiciales; a las que agregó d) La afectación generada por la duración del procedimiento en la situación jurídica de la persona involucrada en él. (Cfr. Valle Jaramillo, Suárez Rosero), entre otros.
En lo tocante a lo meramente cronológico, un parámetro insoslayable a tener en cuenta, para apreciar si el plazo razonable se ha rebasado, es el plazo de prescripción del delito investigado (arts. 59, 62 y cc. del C.P.). 
No obstante ello, el “plazo razonable” y la “prescripción del delito” son dos institutos distintos, con plazos independientes, y como señala un autor, puede suceder que una causa alcance su plazo razonable sin que haya acaecido todavía la prescripción, y a su vez, ésta puede operar en otro proceso, en el que todavía no hubiera transcurrido un “plazo razonable”, (cfr. PASTOR, Daniel R., El plazo razonable en el proceso del Estado de Derecho, Edit. Ad Hoc, Bs. As., 2002, pág. 446 y siguientes).
Bástenos un ejemplo muy ilustrativo, que nos propone otro autor para contrastar ambas instituciones. Con base en que la ley N° 25.990 dejó establecido, que la prescripción de la acción se interrumpe en cuatro momentos: 1) Con la llamada a indagatoria; 2) Con el requerimiento de elevación; 3) Con la citación a juicio; y 4) Con la condena. Nos presenta la siguiente hipótesis: Supongamos que en un caso de estafa, art. 172, Cód. Penal, cerca de cumplirse los seis años, tope máximo de la pena, y por tanto, término de prescripción, se llame a indagatoria (primer llamado efectuado a una persona, en el marco de un proceso judicial, con el objeto de recibirle declaración indagatoria por el delito investigado, art. 67, Cód. Penal, 4° párr., b). A partir de ese momento, los seis años, tendrán que volver a cumplirse para que haya prescripción. Pero si la causa es compleja, grave y difícil, y cerca otra vez de los seis años, se eleva a juicio (requerimiento acusatorio de apertura o elevación a juicio, efectuado en la forma que lo establezca la legislación correspondiente, art. 67, Cód. Penal, párr. 4°; c), Otra vez volverán a requerirse otros seis años, a partir de cero, para hablarse de prescripción. Y así podrá pasar, sucesivamente, con el auto de citación a juicio, y la condena. Con lo que, obviamente, la prescripción de la acción puede demorarse una larga cantidad de años.

Y al respecto el autor concluye, que frente a una situación de este tipo, puede requerirse la insubsistencia de la acción o sea, la duración razonable del proceso, para darlo por cerrado. (BREGLIA ARIAS, Omar, Duración del proceso penal e insubsistencia de la acción, La Ley 12/02/2010 – Cita Online: AR/DOC/4637/2009).
Pasando de la hipótesis doctrinaria a la casuística jurisprudencial, observamos que tribunales de la materia, a pesar de la existencia de ciertos actos interruptivos – que hubieran formalmente impedido extinguir la persecución por prescripción-, declararon extinguida la acción, en razón de que entendieron, que la interpretación del instituto debía ser necesariamente realizada a la luz de otra garantía, como la del debido proceso legal (que incluye la de plazo razonable), por lo que se señaló que aún cuando a tenor de la letra del código sustancial debería concluirse que la acción no estaba prescripta, igual el Estado habría perdido su potestad punitiva respecto del caso, debido a lo desmedido del plazo del proceso. (TOC 2, Sequeira, Fabiana K., (05/05/2005) CCC, Sala V, Méndez, Hernán Daniel s/ asociación ilícita (16/08/2007), citados por CALVETE, Adolfo, La indebida duración del proceso como causal de extinción de la persecución penal, La Ley 2009-E, 488 - Cita Online: AR/DOC/3270/2009).
6.2) En el caso bajo examen, el 31 de mayo del año 2006, el juzgado de sentencia de la Segunda Circunscripción Judicial, mediante sentencia N° 30, en la parte que interesa, condenó a Walter Andrés Blanco a la pena de dos años y tres meses de prisión de cumplimiento efectivo, por encontrarlo penalmente responsable de los delitos de robo simple – dos hechos (arts. 164 y 55 del Código Penal), que se produjeron en el mes de mayo de 2003.
Que apelado oportunamente el fallo, en fecha 14/06/2006 (fs.171 del Expte. N° 18-B-06), sustanciado, realizado el sorteo, dictado el auto para sentencia y notificado éste, quedó en estado de dictar sentencia en el mes de septiembre de 2006, sin que se haya dictado el fallo, sino hasta el 04/02/2015 (fs. 221/224 vta.).
Con lo cual el procedimiento recursivo, iniciado con la apelación el 14/06/2006, en razón de la demora indebida e injustificable del trámite en Cámara, lleva al presente más de diez años, sin tener en cuenta el plazo habido desde el inicio de proceso penal, por lo que, si tenemos en cuenta que el plazo prescriptivo del delito considerado en abstracto es de seis años, y la condena ha sido por sólo dos años y tres meses de prisión, la sujeción a un proceso, por todo el lapso que lleva tramitando, excede el parámetro de la razonabilidad.
Ello en razón, de que adunado al tiempo de proceso transcurrido: 1) No se observa ni una acción por parte de la defensa, que pueda ser calificada de obstruccionista, por lo que puede concluirse sin ambages, que la mora no es atribuible al condenado ni a su defensa; 2) No puede alegarse complejidad en el asunto, ya que la mora se ha producido en la instancia recursiva de apelación, y no en la etapa de investigación.
En cambio, 3) la actuación del tribunal en lo que respecta a la demora del trámite para resolver la apelación, no encuentra justificativo ya que, luego de notificado el auto para sentencia (14/09/2006, v. foja 186 y vta. Expte. N° 18-B-06), la causa se detuvo letárgicamente por más de cinco años, para ser “reactivada” con un decreto que solicita informe de Secretaría, recién el 20/12/2011 (fs. 189 del Expte. N° 18-B-06) (PEX Nº 110831/11).
Ese no sería el único impasse, ya que luego de que se declarase, que la acción penal no estaba prescripta el 10/05/2012, mediante interlocutorio 140/2012 (v. foja 217 y vta.), el informe de secretaría de foja 219 (Expte. PEX Nº 110831/11 en fecha 11/09/12), da cuenta de que los autos se traspapelaron –por cuatro meses-, sin que se hubiese efectuado el pase a la camarista que resultó sorteada en primer término. 
Sin embargo, a pesar de haberse efectuado el pase omitido en fecha 11/09/2012 (v. foja 220), la sentencia fue dictada luego de dos años (04/02/2015, v. fs. 221/224).
6.3) Es indudable que en el caso traído a sentenciar, el tribunal que revisó la sentencia de condena, ha incurrido en una dilación injustificada en la tramitación del resorte de impugnación, a pesar que la actuación jurisdiccional no revestía mayor complejidad, en razón de que la investigación estaba concluida, y solo debía resolver la apelación.
En oportunidad de resolver un caso semejante, la Corte Suprema, en autos “Ibáñez, Ángel Clemente s/ Robo calificado por el uso de armas”, el 11/08/2009, dijo: “…que en virtud de lo expuesto y de acuerdo con lo decidido, en un caso sustancialmente análogo…” (Fallos: 329:445), cabe concluir que un procedimiento recursivo que –como en el caso- se ha prolongado durante diez años, excede todo parámetro de razonabilidad de duración del proceso penal, y en tales condiciones (…), viola ostensiblemente el derecho a ser juzgado en un plazo razonable, consagrado en el artículo 8.1 de la Convención Americana sobre Derecho Humanos (Santander, Moira y otro s/ Robo calificado, Fallos: 331:2391). Por lo tanto, corresponde que sea esta Corte la que ponga fin a la presente causa, declarando la extinción de la acción penal…”
El retardo habido en la causa seguida contra Walter Andrés Blanco, ha afectado el derecho del condenado a obtener una resolución en un plazo razonable, lo que es incompatible con el derecho de defensa y debido proceso, por lo que con base en los tratados internacionales citados supra, y de acuerdo a los criterios sustentados en los pronunciamientos de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, se impone casar la sentencia atacada, y declarar la extinción de la acción penal por insubsistencia y, en consecuencia, sobreseer la causa PEX  N° 110831/11, seguida contra Walter Andrés Blanco.
Por ello, VOTO a la SEGUNDA y TERCERA cuestión por la AFIRMATIVA.

///…

Los Señores Ministros, Dres. CARLOS ALBERTO COBO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.
A LA CUARTA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: Que atento como han sido votadas las cuestiones anteriores, corresponde hacer lugar al recurso de casación, casar la sentencia atacada, y declarar la extinción de la acción penal por insubsistencia y, en consecuencia, sobreseer la causa PEX N° 110831/11, seguida contra Walter Andrés Blanco. ASÍ LO VOTO.-
Los Señores Ministros, Dres. CARLOS ALBERTO COBO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.
A LA QUINTA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: Sin costas por no corresponder. ASÍ LO VOTO.-

Los Señores Ministros, Dres. CARLOS ALBERTO COBO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.
REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE

Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:
San Luis, veintiséis de octubre de dos mil diecisiete.-

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Hacer lugar al recurso de casación, casar la sentencia atacada, y declarar la extinción de la acción penal por insubsistencia y, en consecuencia, sobreseer la causa PEX 110831/11, seguida contra Walter Andrés Blanco.-

II) Sin costas por no corresponder.

REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.- 
///…

La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Sres. Ministros del Superior Tribunal de Justicia, Dres. LILIA ANA NOVILLO, MARTHA RAQUEL CORVALÁN y CARLOS ALBERTO COBO, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis.-
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